
 
 

AVISO INSTITUCIONAL  

A la comunidad universitaria: 

 

El presente escrito es un ejercicio de derecho de réplica ante el posicionamiento 
emitido por la Consejera Academica Mtra. María de la Luz Elena Jiménez Lara. Es 
necesario aclarar que este pronunciamiento no busca una confrontación personal 
—terreno que quien suscribe rehúsa transitar—, sino la restitución de la verdad 
sobre los hechos y la normativa que debe regir a esta institución. ¿Puede nuestra 
Universidad permitirse que sus procesos se basen en premisas que carecen de 
justificación documental? Mi convicción es que no. 

1.​ La obligación técnica de la OAG  

La función de esta Oficina es el asesoramiento técnico-jurídico. No buscamos 
subordinar decisiones, pero tenemos la obligación de señalar cuando un 
procedimiento carece de la revisión técnica que, de manera falsa, se ha afirmado 
que existió. Conforme a los artículos 71 y 72, fracción V, del Estatuto General 
Orgánico, nuestra opinión técnica es obligatoria antes de cualquier aprobación. 
Guardar silencio ante una inexactitud sería renunciar a nuestra función legal. 

2.​ La Oficina del Abogado tiene otros datos  

Es imperativo señalar que la consejera incurrió en una evidente imprecisión. La 
reconstrucción cronológica es clara: el acuerdo aprobado el 04 de agosto de 2026 
no coincide con el texto puesto a consulta en mayo de 2026 Ese trámite fue 
retirado por la propia promovente el 14 de mayo de 2026, invalidando el proceso 
de opinión. Por lo tanto, esta Oficina jamás tuvo oportunidad de revisar la 
propuesta final que se votó. La pregunta es contundente: ¿por qué se somete a 
revisión un documento, se retira y al final se cambia por otro? 

3.​ El uso del derecho frente a la narrativa de "pérdida de confianza"  

La consejera intenta instalar una narrativa errónea y muy peligrosa: equipara el 
ejercicio del derecho humano a la defensa con una supuesta deslealtad. El juicio 
de amparo y el derecho de acceso a la justicia (artículos 103, 107 y 17 
constitucionales) son los mecanismos de control frente a actos de autoridad que 

 



 
vulneran derechos. Acudir a los juzgados no es un ataque, es la constatación legal 
de una controversia. ¿Si mi solicitud ante los tribunales carece de verdad jurídica, 
por qué el Poder Judicial le dio entrada y otorgó una suspensión definitiva? Solo 
el “derecho" medieval castigaba a las víctimas por la voluntad de los señores 
feudales; hoy, que se pretenda usar el argumento de la "pérdida de confianza" 
para perseguir a quien defiende sus derechos, es el precedente de una regresión 
inaceptable. 

4.​ Sobre las represalias  

Existe una queja en trámite ante la Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad 
de México. Concurre un oficio 3-16800-26, en que la Comisión requirió 
formalmente a la Universidad informar sobre las medidas para evitar represalias 
en mi contra por esta queja. Lejos de acatar esto, se emiten señalamientos 
públicos en mi contra. La reiteración de estos ataques mientras el expediente de 
la Comisión está abierto, no es una casualidad: es evidencia de que las medidas 
de no repetición no se están cumpliendo y de que la violación a mis derechos 
persiste. 

La Oficina del Abogado General reitera su compromiso irrestricto con la verdad, la 
legalidad y la defensa de los derechos humanos, por encima de cualquier intento 
de descalificación personal. 
 
 

Atentamente, 

Mtro. Leonardo Rodríguez Vázquez 

Encargado Interino de la Oficina del Abogado General 

 

 

 


